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Rivera Colón, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de septiembre de 2018. 

Comparece el señor Luis J. Corona Cruz (Sr. Corona Cruz) y 

solicita que revisemos la Resolución emitida el 2 de julio de 2018 y 

notificada el 9 de igual mes y año, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Guayama (TPI).  Mediante el referido dictamen, 

el TPI declaró Ha Lugar la “Moción Informativa y en Solicitud de 

Orden” presentada por la señora Marlene Ballesteros Velázquez 

(Sra. Ballesteros Velázquez).  En consecuencia, ordenó al Sr. 

Corona Cruz comparecer al Tribunal de Guayama a la toma de una 

deposición so pena de desacato civil.  

Examinadas las comparecencias de las partes, así como el 

estado de derecho aplicable, procedemos con la disposición del 

presente recurso, mediante los fundamentos que expondremos a 

continuación. 
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-I- 

El 31 de mayo de 2017, la Sra. Ballesteros Velázquez 

presentó una demanda enmendada1 sobre despido injustificado y 

daños y perjuicios contra el Centro Quiropráctico Familiar de 

Cayey y su dueña la Dra. Jessica Collazo Rosario (Dra. Collazo 

Rosario).  En síntesis, alegó que el Sr. Corona Cruz, esposo de la 

demandante, hostigó sexualmente a la Sra. Ballesteros Velázquez 

en el Centro Quiropráctico Familiar de Cayey durante el tiempo 

que le ofrecía adiestramientos de masajes dirigidos a obtener su 

certificación de masajista mientras laboraba en el lugar.  

El 26 de junio de 2017, la parte demandada presentó su 

“Contestación a Demanda Enmendada”.  

Luego de comenzado el descubrimiento de prueba, el 21 de 

julio de 2017, la Sra. Ballesteros Velázquez diligenció una citación 

al Sr. Corona Cruz para comparecer a una Deposición Duces 

Tecum y le requirió que produjera un listado de documentos.  

El 9 de agosto de 2017, el Sr. Corona Cruz compareció ante 

el TPI y solicitó una orden protectora para impedir la toma de la 

deposición.  Arguyó, además, que la totalidad de los documentos 

solicitados carecían de pertinencia o estaban bajo el poder de 

terceros, tales como agencias gubernamentales o tribunales.  Por 

lo cual, a su entender, se justificaba que se emitiera una orden 

protectora de conformidad con las disposiciones de la Regla 23.2 

de Procedimiento Civil, infra.    

Así las cosas, el 19 de marzo de 2018 y notificada el 27 de 

igual mes y año, el TPI emitió Resolución y dispuso lo siguiente:  

Atendida la moción sobre solicitud de orden y su 
oposición en torno a Luis Corona se resuelve que toda 
vez que el Sr. Corona no es parte de este caso, pero era 
empleado de la parte demandada al tiempo que se 
alega ocurrieron los hechos, la deposición al Sr. Corona 
se autoriza sin limitación alguna.  Los documentos 
solicitados, como licencia de portar arma son 

                                                 
1 La demanda original fue presentada el 25 de mayo de 2016.  
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documentos públicos.  Se ordena al Sr. Corona 
comparecer a la deposición pautada para el 2 de abril 
con los documentos solicitados.    
 

El 5 de abril de 2018, la Sra. Ballesteros Velázquez presentó 

una “Moción Informativa en Torno a Descubrimiento de Prueba”.  

Alegó que el Sr. Corona Cruz no compareció a la toma de su 

deposición y no produjo los documentos solicitados.   

El 16 de mayo de 2018 y notificada el 18 de igual mes y año, 

el Foro primario emitió Orden instruyendo a la parte demandante a 

presentar un proyecto de citación para la toma de la deposición del 

Sr. Corona Cruz en el tribunal.   

De conformidad con lo ordenado, el 21 de mayo de 2018, la 

Sra. Ballesteros Velázquez presentó el proyecto de citación del cual 

consta que la toma de deposición se llevaría a cabo el 11 de junio 

de 2018 en el TPI.  A dicho proyecto de citación se anejó un listado 

de 29 documentos que le requirió a la parte peticionaria que 

produjera.  Entre éstos, todo documento que certificara su 

acreditación para ejercer como masajista autorizado en Puerto 

Rico, copia que certificara su lugar de residencia desde el 2000 

hasta el presente, copia de certificados de empleo durante los 

últimos diez años, el nombre de usuario y contraseña de su cuenta 

de Facebook, Instagram, Whatsapp y Twitter por cada uno de los 

años desde el 2000 hasta el presente. 

El 23 de mayo de 2018 y notificada el 25 de igual mes y año, 

el TPI expidió la citación para la toma de Deposición Duces Tecum 

dirigida al Sr. Corona Cruz mediante la cual se requería su 

presencia el 11 de junio de 2018 en el TPI y se le ordenaba a 

reproducir los documentos requeridos por la parte recurrida.   

El 31 de mayo de 2018, el Sr. Corona Cruz presentó una 

“Segunda Comparecencia Especial en Solicitud de Orden de 

Protección”.  Indicó que fue citado por parte de la Policía de Puerto 

Rico en relación a una querella incoada por una testigo en la 
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acción de autos.  Así, invocó el derecho a la no autoincriminación y 

sostuvo que no estaría disponible para la deposición.  

El 7 de junio de 2018, la Sra. Ballesteros Velázquez instó 

“Moción Informativa y en Solicitud de Orden”.  Indicó que contrató 

los servicios de una emplazadora a los fines de diligenciar la 

citación dirigida al Sr. Corona Cruz que le ordenaba su 

comparecencia a la toma de su deposición y a la producción de 

documentos.  No obstante, adujo que pese a los esfuerzos 

realizados no pudo diligenciar la misma.  Añadió que el 

peticionario invocó su derecho a no incriminarse, por lo que 

entendió que éste no tenía intención alguna de comparecer a la 

deposición.  Así, solicitó al TPI que interviniera con el 

administrador y gerente del Centro Quiropráctico y ordenara el fiel 

cumplimiento de la orden para la toma de deposición durante las 

primeras dos semanas del mes de agosto de 2018.   

En igual fecha, la parte recurrida presentó “Moción en 

Oposición a Segunda Solicitud de Orden Protectora Presentada por 

Luis Corona Cruz”.  En síntesis, sostuvo que el derecho a la no 

auto incriminación invocado por el Sr. Corona Cruz no podía 

levantarse de forma absoluta y generalizada como éste pretendía 

hacer.  Así, arguyó que éste estaba obligado a cumplir con las 

órdenes del tribunal y a comparecer a la deposición.  

El 8 de junio de 2018 y notificada el 12 de igual mes y año, 

el foro primario emitió Orden mediante la cual dispuso lo 

siguiente: 

1. A la Moción Informativa y en Solicitud de Orden 

presentada por la parte demandante Marlene 

Ballesteros Velázquez, por conducto de su 

representación legal, el Tribunal resuelve: 

Enterado.  Exprese la parte demandada su posición, 

tenga diez (10) días.  
 

2. A la Segunda Comparecencia Especial en Solicitud de 

Orden de Protección presentada por el Sr. Luis J. 
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Corona Cruz por conducto de su representación legal, el 

Tribunal resuelve: 
 

Se ordena al Sr. Corona Cruz a comparecer a la 

deposición que fue citado, ya que la deposición es el 

mecanismo para descubrir prueba de quien no es parte. 
 

La deposición se llevará a cabo en el tribunal de 

Guayama en la fecha que los representantes legales 

tengan disponible.   
 

La parte [que] interesa tomar la deposición traerá las 

preguntas por escrito ese día.  No se permitirá ninguna 

pregunta no pertinente ni que atente al derecho de la no 

autoincriminación.  
 

Tengan las partes cinco (5) días para presentar moción 

conjunta para presentar fechas hábiles.    

 Así las cosas, el 2 de julio de 2018 y notificada el 9 de igual 

mes y año, el TPI emitió Orden y declaró Ha Lugar la “Moción 

Informativa y en Cumplimiento de Orden”.  En consecuencia, 

ordenó al Sr. Corona Cruz comparecer al Tribunal de Guayama el 

10 de agosto de 2018 a las 9:00am para la toma de deposición, so 

pena de desacato civil. 

Inconforme con la determinación, el 8 de agosto de 2018, el 

Sr. Corona Cruz compareció ante este Tribunal de Apelaciones 

mediante la presente petición de certiorari y le imputó al TPI la 

comisión del siguiente error:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
denegar una solicitud de orden de protección de 
descubrimiento de prueba, que busca la paralización de 
una toma de deposición amparada en el derecho de una 
persona que no es parte en una acción civil a no 
incriminarse aun cuando se estableció que el 
peticionario recibió las advertencias conocidas como 
Miranda Warnings y se le informó que la persona que 
presentó la querella es testigo de la parte demandante 
en el caso de autos y que dicha parte expresó interés en 
presentar una queja criminal ante la Policía de Puerto 
Rico por los mismos hechos que se alegan en el caso de 
autos. 
 
El 23 de agosto de 2018, la Sra. Ballesteros Velázquez 

compareció ante este Foro mediante un escrito titulado “Oposición 

a Certiorari”.   
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El 20 de agosto de 2018 y notificada el 22 de igual mes y 

año, el TPI dictó “Orden de Mostrar Causa”, en la cual se le 

requirió a la representante legal de la parte recurrida que mostrara 

causa por la cual no se deberían imponer sanciones por la 

incomparecencia a la toma de deposición del viernes, 10 de agosto 

de 2018.  

El 24 de agosto de 2018, la Sra. Ballesteros Velázquez 

presentó ante el TPI una “Moción en Cumplimiento de Orden”, 

mediante la cual informó que la cancelación de la deposición 

surgió a consecuencia de la determinación del Sr. Corona Cruz de 

acudir en revisión ante este Tribunal de Apelaciones.  

 

-II-  

-A- 

La tendencia moderna en el ámbito de procedimiento civil es 

facilitar el descubrimiento de prueba, con el propósito de que se 

coloque al juzgador en la mejor posición posible para resolver de 

forma justa.  E.L.A. v. Casta, 162 DPR 1, 9 (2004); Ward v. Tribunal 

Superior, 101 DPR 865, 867 (1974).  En nuestro sistema judicial 

impera un descubrimiento de prueba extrajudicial que fomenta la 

mayor flexibilidad y cooperación entre las partes.  Alfonso Brú v. 

Trane Export, Inc., 155 DPR 158, 167 (2001); Medina v. M.S. & D. 

Química P.R. Inc., 135 DPR 716, 728 (1994).  Los tribunales de 

instancia tienen amplia discreción para regular el ámbito del 

descubrimiento de prueba, ya que es su obligación garantizar una 

solución justa, rápida y económica del caso, sin ventajas para 

ninguna de las partes.  Rivera y otros v. Bco Popular, supra, a la 

pág. 154.   

La finalidad del descubrimiento de prueba es precisar las 

cuestiones en controversia; se trata de un mecanismo auxiliar a 

las alegaciones que facilita la consecución de evidencia y la 
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búsqueda de la verdad, evita las sorpresas en el juicio y perpetúa 

la prueba.  García Rivera et al. v. Enríquez, 153 DPR 323, 333 

(2001).  El alcance del descubrimiento de prueba según provisto 

por nuestro ordenamiento jurídico es uno amplio y liberal.  

Rodríguez v. Syntex, 160 DPR 364, 394 (2003); Rivera y otros v. 

Bco. Popular, 152 DPR 140, 152 (2000); Rivera Alejandro v. Algarín, 

112 DPR 830, 834 (1982).  Su objetivo es que aflore la verdad de lo 

ocurrido.  Alvarado v. Alemañy, 157 DPR 672, 682 (2002).   

Un amplio y adecuado descubrimiento de prueba facilita la 

tramitación de los pleitos y evita inconvenientes, sorpresas e 

injusticias que surgen cuando las partes ignoran hasta el día de la 

vista cuestiones y hechos que en realidad son parte del litigio.  

Rodríguez v. Syntex, supra, a la pág. 394; Rivera y otros v. Bco. 

Popular, supra, a la pág. 152.  El descubrimiento de prueba les 

permite a las partes precisar con exactitud las cuestiones en 

controversia y los hechos que deben probarse en el juicio, ya que 

en nuestro sistema procesal las alegaciones meramente notifican a 

grandes rasgos las reclamaciones y defensas de las partes.  Rivera 

y otros v. Bco. Popular, supra, a las págs. 152-153. 

La Regla 23 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 23, estatuye lo relacionado a las disposiciones generales 

respecto al descubrimiento de prueba.  A esos efectos, en el inciso 

(a) se dispone lo siguiente: 

. . . . . . . . 
 

En general.  Las partes podrán hacer descubrimiento 
sobre cualquier materia, no privilegiada, que sea 
pertinente al asunto en controversia en el pleito 
pendiente, ya se refiera a la reclamación o defensa de 
cualquier otra parte, incluso la existencia, descripción, 
naturaleza, custodia, condición y localización de 
cualesquiera libros, información almacenada 
electrónicamente, documentos u otros objetos tangibles 
y la identidad y dirección de personas que conozcan 
hechos pertinentes.  No constituirá objeción el que la 
información solicitada sea inadmisible en el juicio, 
siempre que exista una probabilidad razonable de que 
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dicha información conduzca al descubrimiento de 
evidencia admisible. 
 

. . . . . . . . 
 

Del citado precepto legal se desprende el principio de que el 

ámbito del descubrimiento de prueba debe ser amplio y liberal, 

aun cuando reconoce dos limitaciones: (a) que la información 

solicitada no sea materia privilegiada y (b) que la misma sea 

pertinente al asunto en controversia.  General Electric v. 

Concessionaries, 118 DPR 32, 38-39 (1986); Rivera Alejandro v. 

Algarín, supra, a la pág. 833.  La materia privilegiada aludida se 

refiere exclusivamente a los privilegios reconocidos en las Reglas 

de Evidencia.  E.L.A. v. Casta, supra, a la pág. 10.  En ausencia de 

un privilegio específico reconocido por dichas reglas probatorias no 

procede objeción alguna a un descubrimiento de prueba bajo ese 

fundamento.  García Rivera et al. v. Enríquez, supra, a la pág. 333.  

Por su parte, en relación al criterio de pertinencia, como regla 

general, debe ser interpretado en términos amplios.  General 

Electric v. Concessionaries, supra, a la pág. 40.  Para que una 

materia pueda ser objeto de descubrimiento basta con que exista 

una posibilidad razonable de relación con el asunto en 

controversia.  E.L.A. v. Casta, supra, a la pág. 11; Alvarado v. 

Alemañy, supra, a la pág. 683.  El concepto de pertinencia tiene 

que interpretarse de manera cónsona con el principio rector de las 

Reglas de Procedimiento Civil, supra, el cual es lograr que las 

polémicas se resuelvan de forma rápida, justa y económica.  

General Electric v. Concessionaries, supra, a la pág. 40.  

Cónsono con lo anterior, la Regla 23.2 de las Reglas de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 23.2, autoriza a los 

tribunales a emitir órdenes dirigidas a proteger a las partes u otras 

personas de hostigamiento, perturbación, opresión y gastos o 

molestias indebidas en el desarrollo del descubrimiento de prueba.  
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Ortiz Rivera v. E.L.A., Nacional Ins. Co., 125 DPR 65, 70-71 (1989).  

La referida Regla, en lo pertinente, dispone lo siguiente:   

. . . . . . . . 
 

 

(b) A solicitud de una parte o de la persona en relación 
con la cual se utiliza el descubrimiento, presentada 
mediante moción acompañada de una certificación 
indicativa de que ésta ha intentado de buena fe resolver 
la controversia sobre el descubrimiento conforme lo 
dispuesto en la Regla 34.1 de este apéndice, y por justa 
causa, el tribunal podrá emitir cualquier orden que se 
requiera en justicia para proteger a dicha parte o 
persona de hostigamiento, perturbación u opresión, así 

como de cualquier molestia o gasto indebido.  La orden 
del tribunal podrá incluir una o más de las medidas 
siguientes: 
 

(1) Que no se lleve a cabo el descubrimiento. 
(2) Que el descubrimiento se realice en conformidad con 

los términos y las condiciones que se dispongan, 
incluyendo la designación de fecha y sitio. 

(3) Que se lleve a cabo el descubrimiento por un método 
diferente al seleccionado por la parte que lo interesa. 

(4) Que no se lleve a cabo el descubrimiento de ciertas 
materias, que se limite su alcance o que son 
irrelevantes y no conducen al descubrimiento de 
evidencia admisible. 

(5) Que se realice el descubrimiento en presencia de 
aquellas personas autorizadas para ello por el 
tribunal. 

(6) Que una deposición, una vez sellada, sea abierta 
únicamente por orden del tribunal. 

(7) Que un secreto comercial u otra información 
confidencial no sea divulgada o que lo sea 
únicamente bajo ciertas condiciones. 

(8) Que las partes presenten simultáneamente, en sobre 
sellado, determinados documentos o informes para 
ser abiertos de acuerdo con las instrucciones del 
tribunal.   

 

. . . . . . . . 
 

Sobre el derecho a objetar en las deposiciones, la Regla 

27.7(b)(4) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 27.7(b)(4) 

dispone:   

(4) Negativa a contestar. Un(a) deponente está 

obligado(a) a contestar todas las preguntas que se 
le formulen durante el transcurso de una 
deposición, excepto: (i) para preservar un 

privilegio, (ii) para poner en vigor alguna 
limitación impuesta mediante orden del tribunal 
o, (iii) cuando la pregunta es claramente impropia 

y contestarla causaría gran perjuicio a una 
persona. Por consiguiente, un abogado o abogada no 
instruirá al o a la deponente que no conteste, salvo para 
preservar un privilegio o poner en vigor alguna 
limitación impuesta mediante orden del tribunal. 
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Cualquier negativa a contestar o instrucción para que 
no se conteste una pregunta deberá estar acompañada 
con una expresión clara y sucinta para el récord de los 
fundamentos en que se basa la negativa o la 
instrucción. Si un(a) deponente se niega a contestar 
una pregunta, las partes podrán iniciar una 
conferencia telefónica con el juez o jueza que 

preside la sala ante la cual se ventila el caso, a 
los fines de obtener una resolución del tribunal 

con respecto al asunto en controversia. En tal caso, 
las partes actuarán en conformidad con lo dispuesto por 
el tribunal en ese momento, el cual levantará un acta a 
esos efectos que será notificada a las partes. De no 
estar disponible el tribunal, la deposición continuará 
sobre todo aquel asunto no relacionado con la objeción.  
 

(Énfasis nuestro). 

-B- 
 

Los privilegios surgen de la Constitución, de la ley, de las 

Reglas de Evidencia o de leyes especiales.  Pueblo v. Fernández 

Rodríguez, 183 DPR 770, 783 (2011).  Así pues, la Constitución, 

puede crear privilegios, como el que se deriva del derecho contra la 

autoincriminación. Íd. También puede limitarlos y hasta 

suprimirlos cuando su aplicación esté reñida con un derecho 

fundamental.  Íd.   

Los privilegios evidenciarios buscan adelantar valores e 

intereses sociales que por consideraciones de política pública se 

estiman superiores a la búsqueda de la verdad. Pueblo v. 

Fernández Rodríguez, supra, a la pág. 784. “[S]e estima que el 

sacrificio de evidencia con claro valor probatorio se justifica para 

adelantar un alto interés público…. Mientras más alto sea el 

interés público que se quiere adelantar con el privilegio, mayor 

será su alcance y menor las excepciones al privilegio”.  Íd.  

Los privilegios, por su naturaleza y función, impiden el 

descubrimiento de ciertos actos, hechos o comunicaciones por 

existir intereses en conflicto que intervienen con la búsqueda 

exhaustiva de la verdad. Es por ello que se interpretan 

restrictivamente.  Ahora bien, la determinación de si un 

documento está protegido por un privilegio corresponde hacerla 
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exclusivamente al tribunal de instancia.  Regla 109(A) de las 

Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 109(A).  En consecuencia, 

cuando una de las partes invoca la aplicación de un privilegio a 

una comunicación, el tribunal debe examinar el documento antes 

de resolver si el mismo está protegido dentro de su ámbito.  U.S. v. 

Zolin, 491 US 554, 568-569 (1989).   

Por otro lado, la parte que invoca un privilegio tiene el peso 

de probar su aplicación a los hechos del caso.  Así, en el ámbito 

federal se ha reconocido que: “[t]he burden is on the party claiming 

the privilege to present the underlying facts demonstrating this 

existence of the privilege…”.  F.T.C. v. Shaffner, 626 F. 2d. 32, 37 

(1980).  Cuando una persona invoque el privilegio en contra de la 

autoincriminación deberá demostrar al tribunal: (1) compulsión, 

(2) que la comunicación o el acto es testimonial y (3) que le 

incrimina.  In re Grand Jury Subpoena Duces Tecum, 670 F. 3d 

1335 (2012).  

-III- 
 

El Sr. Corona Cruz plantea que el TPI erró al denegar su 

solicitud de orden protectora y no paralizar la toma de deposición, 

luego de ampararse en su derecho a la no autoincriminación.  Ello, 

toda vez que sostiene que está siendo investigado criminalmente 

por los mismos hechos que dieron origen a la presente demanda.  

Como señalamos, los tribunales de instancia tienen amplia 

discreción para regular el descubrimiento de prueba y conceder las 

órdenes protectoras que estimen necesarias.  Así, en el ejercicio de 

tal facultad, el TPI mediante Orden del 8 de junio de 2018, advirtió 

a la parte recurrida que no permitiría en la deposición pregunta 

alguna no pertinente ni que atentara contra el derecho a la no 

autoincriminación que le asiste al Sr. Corona Cruz.  Ello, en 

armonía con la Regla 27.7(b)(4) de Procedimiento Civil, supra, la 

cual dispone que el deponente está obligado a contestar todas las 
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preguntas salvo aquellas que atenten contra algún privilegio, en 

cuyo caso, tendrá derecho a objetar esa pregunta en particular.  La 

referida Regla establece, además, que en caso de que el deponente 

se niegue a contestar alguna pregunta, las partes tienen la 

facultad de iniciar una conferencia telefónica con el juez que 

preside la sala a los fines de obtener una resolución del tribunal 

respecto al asunto en controversia.  Por tanto, el Sr. Corona Cruz 

cuenta con las salvaguardas procesales correspondientes que 

garantizan su derecho a la no autoincriminación durante la toma 

de la deposición.   

Por otro lado, la Sra. Ballesteros Velázquez presentó, junto a 

la citación de la deposición, una petición de requerimiento de 

documentos, en la cual incluyó un listado de 29 artículos.  En 

vista de que alguno de los documentos solicitados pudiera estar 

protegido por el privilegio evidenciario y constitucional contra la 

autoincriminación, el TPI deberá pasar juicio sobre cada uno de 

éstos, determinar cuáles están protegidos bajo el ámbito de ese 

privilegio e impedir el descubrimiento de los mismos.   

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, se expide el auto de 

certiorari y se modifica el dictamen recurrido, a los fines de que el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Guayama, pase juicio sobre 

cada uno de los documentos requeridos por la señora Marlene 

Ballesteros Velázquez mediante la “Citación a Deposición Duces 

Tecum”, determine cuáles están protegidos por el privilegio contra 

la autoincriminación e impida el descubrimiento de los mismos.  

Así modificada, se confirma la Resolución recurrida.     

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                                  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


